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Informe de la República Argentina sobre la aplicación de la Convención de 1960 y la Recomendación relativa a la lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Educación

I.  Información sobre las medidas legislativas, jurídicas, administrativas y de otra índole adoptadas por el Estado a nivel nacional
La República Argentina ha ratificado el 30 de octubre de 1963 la Convención contra la Discriminación en la Educación  (ver en: http://www.unesco.org/eri/la/convention.asp?KO=12949&language=E&order=alpha)

En la última reforma de la Constitución Argentina, en 1994, alcanzaron jerarquía constitucional algunos tratados internacionales sobre los derechos humanos.
Los derechos asociados a la Convención y a la Recomendación se encuentran garantizados en nuestro país vía incorporación en la Constitución Nacional, y sus condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional y deben entenderse como complementarios de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional Argentina, por lo que al igual que éstos pueden ser invocados ante cortes, tribunales y autoridades administrativas. 

II.  Información sobre la aplicación de la Convención o en la Recomendación (con referencia a sus disposiciones)

1. La no discriminación en la educación
Numerosas leyes nacionales argentinas toman entre sus principios la no discriminación en la educación y establecen pautas y normativas para garantizarla.

En primer lugar, La Ley de Educación Nacional N° 26 206, estable como fin y objetivo de la política educativa nacional “Asegurar condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin admitir discriminación de género ni de ningún otro tipo.” (Art. 11, Inc. f)

Asimismo, prescribe entre los derechos y deberes de los/as alumnos/as la protección ante toda forma de discriminación dentro del sistema educativo. Entre los derechos de prevención de la discriminación menciona que “Todos/as los/as alumnos/as tienen los mismos derechos y deberes, sin más distinciones que las derivadas de su edad, del nivel educativo o modalidad que estén cursando o de las que se establezcan por leyes especiales" (Art. 125).  Sosteniendo que los alumnos deben “Ser respetados/as en su libertad de conciencia, en el marco de la convivencia democrática” (Art. 126, Inc.b) y “Ser protegidos/as contra toda agresión física, psicológica o moral” (Art. 126, Inc.d). Y como deberes de los/as alumnos/as en relación a la prevención de las prácticas discriminatorias: “ Respetar  a  libertad  de   conciencia,   la   dignidad,    integridad  e  intimidad de todos/as los/as miembros de la comunidad educativa” (Art. 127, Inc. c) y “Participar y colaborar en   la  mejora de la  convivencia escolar y  en la consecución de  un  adecuado clima de estudio en la institución, respetando el derecho de sus compañeros/as a la educación y las orientaciones de la autoridad, los/as docentes y los/as profesores/as.” (Art. 127, Inc. d) 

Además las protecciones comprendidas en la Ley de Educación Nacional, otras leyes nacionales también garantizan legalmente la no discriminación. Entre las mismas podemos mencionar: 
· la Ley Nº 23.592  de Penalización de Actos Discriminatorios, sancionada en 1988 la cual expresa: “Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional (entre ellos el derecho a la educación), será obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y a reparar el daño moral y material ocasionados. A los efectos del presente artículo se considerarán particularmente los actos u omisiones discriminatorios determinados por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos”. (Art.1)
· la Ley Nº 25.871 de Migraciones, sancionada en 2004, asegura a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina de manera permanente o temporaria, el goce de criterios y procedimientos de admisión no discriminatorios en términos de los derechos y garantías establecidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, los convenios bilaterales vigentes y las leyes.
· la Ley Nº 26.061 de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes, sancionada en 2005, garantiza el derecho a la dignidad y a la integridad personal. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante.

· la Ley Nº 26150 de Educación Sexual Integral, sancionada en 2006, incluye dentro de sus lineamientos curriculares la necesidad de propiciar aprendizajes basados en el respeto por la diversidad y el rechazo por todas las formas de discriminación, así como procurar igualdad de trato y oportunidades para varones y mujeres. 
· la Ley Nº 26.485 de Protección Integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, sancionada en 2009  tiene por objeto promover y garantizar la eliminación de la discriminación entre mujeres y varones en todos los órdenes de la vida.

· el Decreto Nº  1602 de Asignación Universal por Hijo para Protección Social, promulgado en 2009 que establece  que la mejor política social de promoción y articulación del tejido social es el trabajo que, sumado a la educación, la salud, la modernización o creación de infraestructura, servicios básicos y viviendas, permitirá mejorar las condiciones de vida y avanzar sobre el núcleo más duro de la pobreza, consolidando progresivamente un desarrollo humano integral, sostenible e incluyente

· la Ley N° 26.743 de Identidad de Género sancionada en 2012 garantiza que las personas puedan ser inscriptas y su certificado sea expedido según el género de la persona, y de esa forma, que no puedan ser discriminadas por esa causa como sucedía con anterioridad. 
La Ley de Educación Nacional N° 26.206 fija entre sus principios la responsabilidad principal e indelegable del Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de proveer una educación integral, permanente y de calidad para todos/as los/as habitantes de la Nación. (Art. 4)

Para lograrlo, el país ha tomado medidas para que puedan acceder a la educación formal todas las personas aún en el caso en que no posean documentos lo que ha facilitado la inclusión tanto de personas migrantes como de hijos de migrantes y personas que por carecer de recursos no tenían su documentación en regla.  

En línea con ello, también en la Ley de Inmigración (Ley 25871/2004)  se toman medidas para que “En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea este público o privado; nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. Las autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria”. (Art.7)
2.  La igualdad de oportunidades en la educación para lograr la educación para todos 

a) Medidas para garantizar la igualdad de acceso a  todos los niveles de la educación

El gobierno argentino ha puesto en marcha medidas para garantizar la no discriminación en los ámbitos educativos de la Nación. Entre ellas, podemos mencionar:

· Desde el Programa Derechos de la Niñez y la Adolescencia se han realizado materiales de difusión de derechos dentro de los que se incluye la no discriminación. Asimismo, se elaboraron materiales específicos, conjuntamente con el Instituto Nacional contra la Discriminación (INADI), organismo con el que también se ha firmado un acuerdo de mutua colaboración dentro del que se incluye la difusión de un material “Somos iguales pero diferentes” que aboga por la no discriminación de ningún tipo.

· Se participa de una mesa intersectorial con otros organismos gubernamentales, Organizaciones de la Sociedad Civil, Universidades, Organismos Internacionales como UNICEF, que se reúne mensualmente y que intenta aportar a la solución de problemas con los que se encuentran las personas migrantes o hijos de migrantes en el ámbito educativo.
· Se desarrollan acciones entre distintos programas y modalidades del sistema educativo (Centros de Actividades Infantiles (CAI), Centros de Actividades Juveniles (CAJ), Educación Sexual Integral, Equipos de Orientación, etc. para la promoción de una cultura inclusiva que parta del principio de no discriminación como valor esencial de la formación ciudadana. 
· A través de la Asignación Universal por Hijo el Estado busca asegurarse que los niños y adolescentes asistan a la escuela, se realicen controles periódicos de salud y cumplan con el calendario de vacunación obligatorio.

· Se han entregado netbooks a todos los alumnos que asisten a escuelas de educación especial, brindando capacitación jurisdiccional con el acompañamiento de equipos técnicos territoriales y técnicos jurisdiccionales, y la elaboración de cuadernillos destinado a docentes con propuestas de enseñanza para los distintos tipos de discapacidades en la “Serie computadoras portátiles para las escuelas de educación especial”.

· En relación a la igualdad de oportunidades para varones y mujeres, se ha elaborado en conjunto con otros Ministerios Nacionales y con organizaciones la Campaña argentina por la equidad de género y contra la violencia, desde el año 2009.
La Ley de Educación Nacional establece que la obligatoriedad escolar en todo el país se extiende desde la edad de cinco (5) años hasta la finalización del nivel de la Educación Secundaria (Art. 16). Para garantizarla: 

· brinda a las personas con discapacidades, temporales o permanentes, una propuesta pedagógica que les permita el máximo desarrollo de sus posibilidades, la integración y el pleno ejercicio de sus derechos (Art. 11, Inc. n), instituyendo la Educación Especial (Cap. 8) como “la modalidad del sistema educativo destinada a asegurar el derecho a la educación de las personas con  discapacidades, temporales o permanentes, en todos  los  niveles y   modalidades del Sistema Educativo”. (Art. 42) 

· instituye a la modalidad Educación en Contextos de Privación de la Libertad como “la modalidad del sistema educativo destinada a garantizar el derecho a la educación de todas las personas privadas de libertad, para promover su formación integral y desarrollo pleno. El ejercicio de este derecho no admite limitación ni discriminación alguna vinculada a la situación de encierro, y   será   puesto   en  conocimiento de todas las personas privadas de libertad, en forma fehaciente, desde el momento de su ingreso a la institución”. (Art.55) Asimismo, en la Ley 26.695 se instituye que “el Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la responsabilidad indelegable de proveer prioritariamente a una educación integral, permanente y de calidad para todas las personas privadas de su libertad en sus jurisdicciones, garantizando la igualdad y gratuidad en el ejercicio de este derecho, con la participación de las organizaciones no gubernamentales y de las familias”. (Art.133)
· impulsa el desarrollo de la Educación Intercultural Bilingüe como “la  modalidad  del  sistema educativo de los niveles de Educación Inicial, Primaria y Secundaria que garantiza el derecho constitucional de los pueblos indígenas, conforme al art. 75 inc. 17 de  la Constitución Nacional, a recibir una  educación   que   contribuya   a   preservar   y  fortalecer sus pautas culturales, su lengua, su cosmovisión e identidad étnica; a desempeñarse activamente en un mundo multicultural y a mejorar su calidad de vida. Asimismo, la  Educación Intercultural Bilingüe promueve un diálogo mutuamente enriquecedor de conocimientos y valores entre los pueblos indígenas y poblaciones étnica, lingüística y culturalmente diferentes, y propicia el reconocimiento y el respeto hacia tales diferencias.” (Art. 52)

b) Acciones que garantizan la educación inclusiva
El gobierno nacional ha puesto en marcha para prestar atención a la equidad de género y la igualdad en la educación. Entre ellas, podemos mencionar:

· Se realizan actividades de sensibilización y de propuestas didácticas conjuntas con el INADI en el nivel primario y secundario de todo el país. Dentro de este marco, está planificado la elaboración, impresión y distribución en todos los establecimientos educativos de un material didáctico específico para trabajar la no discriminación. Existen mesas intersectoriales para la problemática de personas migrantes. 

· Desde la modalidad educación especial se proponen diversos tipos de acciones, referentes a la centralidad de la enseñanza, la alfabetización inicial, la intensificación de los aprendizajes de los alumnos con discapacidad en la escuela en la que se encuentren (especial o común), la extensión de la jornada escolar, la integración como estrategia para lograr la plena inclusión, así como el pasaje a la escuela común para aquellos alumnos que no tienen discapacidad y hoy se encuentran cursando su escolaridad en escuelas especiales. También se plantea, tal como lo expresa la Resolución N° 155, “construir un sistema de información relevante para obtener datos de la trayectoria escolar de los/as alumnos/as con discapacidad que sirva de insumo para tomar decisiones en la planificación de las políticas”. (Art. 27)
· A través de la Asignación Universal por Hijo el Estado busca asegurar que los niños y adolescentes asistan a la escuela, se realicen controles periódicos de salud y cumplan con el calendario de vacunación obligatorio.

· Asimismo, el acceso se garantiza a través de la provisión de recursos como, por ejemplo, un fondo para útiles escolares a través del PIIE –Programa para la Igualdad e Inclusión Educativa- y la distribución de becas y movilidad, a través de la dirección de políticas socioeducativas.
3.  Los progresos realizados en lo que respecta a la aplicación del derecho a la educación

(i)  Educación primaria universal 
Los avances realizados se expresan en las tasas de cobertura e índices de finalización de la escolaridad primaria que muestran un aumento de la retención. 

Argentina cuenta en este sentido con un gran avance en materia de universalidad de acceso  a la educación primaria para toda su infancia. La Asignación Universal por Hijo, medida que ampara el derecho de todos los niños a recibir, por medio de sus padres, un monto de dinero por mes, que tiene como condición asistir a la escuela y tener certificado médico. Ello ha permitido mejorar aún más la tasa de cobertura, la misma se encuentra en la actualidad cercana al 100% (99, 5%) estimativo ya que no se cuenta aún con los datos de censo de población 2010 que permitirían precisar la cobertura. El dato dado es sobre la base de proyecciones.
En el cuadro se observa la evolución de la tasa de promoción efectiva en el Nivel Primario comparando los años 2004, 2007 y 2010

	Tasa de Promoción Efectiva
	Total País

	Año 2004
	88,04

	Año 2007
	87,03

	Año 2010
	93,09


Asimismo, el acceso se garantiza a través de la provisión de recursos como, por ejemplo, un fondo para útiles escolares a través del PIIE –Programa para la Igualdad e Inclusión Educativa- y la distribución de becas y movilidad, a través de la dirección de políticas socioeducativas.

Sobre el arancelamiento, la Ley de Educación Nacional determina que “El Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la responsabilidad principal e indelegable de proveer una educación integral, permanente y de calidad para todos/as los/as habitantes de la Nación, garantizando la igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio de este derecho, con la participación de las organizaciones sociales y las familias”. (Art. 4)

Dando cumplimiento a lo establecido por la Ley de Educación Nacional se implementan diversas líneas de acción para asegurar que todos los niños y niñas, tengan acceso a una educación primaria completa, gratuita y obligatoria de buena calidad, de acuerdo con lo consensuado en el Marco de Acción de Dakar 2000.

Desde la Modalidad de Educación Intercultural y Bilingüe (EIB) del Ministerio de Educación de la Nación, se han implementado acciones de seguimiento a la formación en consonancia con la línea de alfabetización inicial en situaciones de interculturalidad y bilingüismo. Asimismo, estrategias de acompañamiento de trayectorias escolares desde la especificidad de la interculturalidad y/o el bilingüismo en los Niveles Inicial y Primario, entre ellas el  inicio de la línea de trabajo articulado entre Centros de Actividades Infantiles –CAI-, y Modalidad de EIB, la formación de Maestros Comunitarios para el acompañamiento de las trayectorias en el Nivel Inicial y Primario, en especial en el seguimiento y acompañamiento en el pasaje de un nivel a otro particularmente en la Región NEA (Chaco, Formosa, Misiones) y en el Este de Salta (departamentos con concentración de población indígena bilingüe).
Respecto de la Educación de niños y niñas con discapacidad, la Resolución Nº 155 “Educación Especial” aprobada por el Consejo Federal de Educación en 2011, plantea que la modalidad pondrá en marcha las políticas correspondientes para garantizar    trayectorias educativas  integrales  de los/as alumnos/as con discapacidad. (Punto 2. Políticas de la modalidad). Para dar cumplimiento a ello se han generado, a partir del año 2012, mecanismos de articulación con otros ministerios y organismos del Estado que atienden a personas con discapacidades,  temporales o permanentes, así como se estableció la complementariedad y  la concurrencia de las diferentes áreas del Estado, como ser: Salud, Desarrollo Social, Trabajo, Derechos Humanos. 

Además en relación a la Educación Especial se han elaborado los cuadernillos “Aportes para la Alfabetización en Educación Especial” para alumnos ciegos y disminuidos visuales y para alumnos sordos e hipoacúsicos; y en conjunto con el programa Conectar Igualdad, se están entregado netbooks a todos los alumnos que asisten a escuelas primarias de educación especial. 
En referencia a la articulación con las modalidades, se trabaja en conjunto con la modalidad rural para la atención educativa de los alumnos con discapacidad del nivel primario que asisten a escuelas rurales, mediante la capacitación a los agrupamientos rurales, con la contratación de una persona abocada a tal fin. También se está realizando la entrega de kits tecnológicos para dichos agrupamientos. 
Además se está trabajando en forma conjunta con el Programa Nacional de Educación Sexual Integral en la implementación de la Ley 26.150/06 para las personas con discapacidades temporales o permanentes que asisten a una institución educativa. 

En el ámbito de la educación rural, se ha avanzado en la conectividad y en la distribución de equipamiento multimedial. Asimismo en la distribución de libros y material didáctico y en la capacitación de docentes y directores a través del desarrollo del Postítulo en Educación Rural, en articulación con el Instituto Nacional de Formación Docente –INFD-.
El Estado Nacional y los Estados provinciales están especialmente atentos a garantizar el acceso universal a la educación primaria gratuita. Las dificultades se presentan en pequeños grupos con situaciones de trabajo infantil o en la ruralidad dispersa. Los mismos tienen muy escaso valor estadístico. No obstante ello, el Estado Nacional le otorga prioridad a la resolución de esas situaciones particulares.


(ii)  Educación secundaria
La Ley de Educación Nacional, enuncia que el Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la responsabilidad principal e indelegable de proveer una educación integral, permanente y de calidad para todos/as los/as habitantes de la Nación, garantizando la igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio de este derecho. Según lo dispuesto por la misma ley “La obligatoriedad escolar en todo el país se extiende desde la edad de cinco (5) años hasta la finalización del nivel de la Educación Secundaria” (Art.16) lo cual determina la obligatoriedad del nivel secundario completo. 

De 2003 a 2008, la tasa neta de escolarización secundaria pasó del 80,52 al 82,48%. Esta tasa de escolarización es superior en casi 10 puntos porcentuales que el promedio de América Latina y el Caribe, y tiene niveles similares a países desarrollados como Suiza. 

Tomada en términos absolutos desde 2001 a 2010, según los respectivos censos de aquellos años, la cantidad de alumnos en este nivel educativo se incrementó en 308.000 alumnos. La cobertura de la escolarización secundaria de los jóvenes de 12 a 17 años creció a un ritmo mayor que el crecimiento de la población total de ese rango etáreo. Entre 2002 y 2010 la población total de esa edad aumentó un 5% y la tasa de escolarización secundaria un 7,4%. 

Las leyes nacionales de Educación Técnico-Profesional, Ley de Financiamiento Educativo y Ley de Educación Nacional N° 26.206 brindan un marco normativo para orientar acuerdos sobre el diseño e implementación de las políticas educativas para el conjunto del sistema, y, en el caso de la Educación Secundaria para aquellas tendientes a garantizar la obligatoriedad del Nivel.

El cumplimiento de estas leyes requirió la expresión de la voluntad política del Gobierno Nacional y de los Gobiernos Provinciales que se tradujeron en Acuerdos Federales que orientaron a nivel nacional, provincial y local la priorización de estrategias, metas, acciones y recursos en el mediano y corto plazo, para garantizar la obligatoriedad del nivel. 
Atendiendo a ello el Ministerio de Educación de la Nación y la Secretaría de Educación, a través de la Subsecretaría de Equidad y Calidad, propusieron un Plan Nacional Trienal para la Educación Obligatoria (Res. CFE N° 79/09) orientado a dar continuidad a las acciones en marcha en todo el territorio nacional y la implementación de nuevas líneas que respondan a los objetivos priorizados, conformando una agenda política e institucional de corto y mediano plazo.  

Entre los objetivos estratégicos de igualdad de oportunidades educativas, mejora de la calidad de la educación y fortalecimiento institucional, se definieron un conjunto de líneas de acción tendientes a garantizar el derecho educativo en la franja del sistema educativo definido como obligatoria. 
En el mismo sentido, la Res. CFE Nº 84/09, establece lineamientos políticos y estratégicos de la Educación Secundaria Obligatoria, que comprometen al desarrollo de políticas universales de promoción de la igualdad educativa que aseguren las condiciones necesarias para la inclusión, la integración y el logro educativo de todos los adolescentes, jóvenes y adultos en los niveles obligatorios del sistema educativo, y a la provisión de los recursos pedagógicos, culturales, materiales, tecnológicos y económicos a alumnos, docentes, familias y escuelas cuyas necesidades así lo requieran.  

En este marco, el Ministerio de Educación de la Nación y las jurisdicciones desarrollan acciones tendientes a incidir en la problemática de las desigualdades educativas, sociales y económicas que dificultan el acceso y el ejercicio del derecho a la educación de adolescentes y jóvenes pertenecientes a sectores en situación de alta vulnerabilidad socioeconómica, propiciando políticas que garanticen el ingreso, reingreso, la permanencia, la promoción y el egreso del nivel secundario. 

Para avanzar en esos propósitos se plantea la construcción de una nueva institucionalidad para la Educación Secundaria sustentada en acuerdos políticos e institucionales capaces de producir referencias a un sistema y generar a nivel de las escuelas condiciones para que los estudiantes del sistema nacional ejerzan su derecho a aprendizajes equivalentes en cualquier punto del país, puedan transitar y moverse sin obstáculos entre las instituciones y las  jurisdicciones y obtengan certificaciones  de alcance y validez nacional.

Al mismo tiempo orienta la definición de políticas específicas que garanticen la educación obligatoria en contextos rurales y poblaciones que, a partir de la sanción de la ley de educación nacional, son reconocidos como sujetos de derecho a la educación obligatoria: indígenas, adultos, personas con discapacidades transitorias o permanentes y en contextos de encierro.  

Entre las herramientas para la gestión y financiamiento de estas políticas se definieron dos instrumentos, a través de la Res. CFE N° 88/09: los Planes Jurisdiccionales,  a través de los cuales se promueve la integralidad de las políticas educativas provinciales para garantizar las condiciones materiales y simbólicas que aseguren el derecho de todos los jóvenes a la educación secundaria; y los Planes de Mejora Institucional mediante los cuales se promueve el desarrollo de políticas y acciones de fortalecimiento institucional tendientes a promover una gestión democrática y estrategias de inclusión que aseguren trayectorias escolares continuas y completas, a través de formas diversas de organización escolar, conformación y organización de equipos docentes, incorporación de nuevas figuras, redefinición de funciones y políticas de vinculación con otros ámbitos y sectores, entre otros.

(iii) Educación superior
El Instituto Nacional de Formación Docente (INFD), creado por la Ley de Educación Nacional Nº 26.206, es el organismo regulador a nivel nacional de la formación docente en el país y asume la función de planificar y ejecutar políticas de articulación del sistema formador docente inicial y continua (LEN artículo 76, inciso d). 

En la definición de políticas para el sistema de formación docente se otorga centralidad a

los estudiantes en su condición de sujetos de derecho, a la vez que se promueve la

integración y la participación estudiantil (Estrategia 5, Res. CFE Nº 23/07).

En este sentido, la conformación del sistema formador apunta a que:

· los institutos de educación superior  (IES)tendrán una gestión democrática, a través de organismos colegiados, que favorezcan la participación de los/las docentes y de los/las estudiantes en el gobierno de la institución y mayores grados de decisión en el diseño e implementación de su proyecto institucional (Art. 124 de la Ley Nº 26.206).

· los diseños organizacionales deberán garantizar la participación de docentes, estudiantes, graduados y personal de apoyo a la actividad académica, según corresponda a los asuntos tratados, en la información, consulta, toma de decisiones e instancias de control, que aseguren el carácter público de las acciones. Además, se deberá garantizar la legitimidad en el acceso y ejercicio de los roles y funciones de los integrantes de las instituciones, de las instancias de representación previstas y de las decisiones que se adopten (Res. CFE N°72/08).

· los/las estudiantes jóvenes o adultos y, en muchos casos trabajadores, portan saberes, experiencias de vida y recorridos institucionales que definen las condiciones y modalidades en que transitarán su tiempo de formación (Res. CFE N° 72/08).

· los/las alumnos/as tienen derecho a participar en la toma de decisiones sobre la formulación de proyectos y en la elección de espacios curriculares complementarios que propendan a desarrollar mayores grados de responsabilidad y autonomía en su proceso de aprendizaje (Art. 126 inciso “i” de la Ley Nº 26.206).
Las estrategias de trabajo de Políticas Estudiantiles:

· Concebir la participación de las/los estudiantes al interior de los ISFD como una estrategia político-pedagógica de formación que buscará la comprensión del hecho educativo como una intervención social transformadora de la realidad.

· Propiciar el acompañamiento institucional a las trayectorias estudiantiles por medio de acciones que favorezcan la inclusión y la permanencia.

· Incorporar el contexto social circundante a la reflexión pedagógica y al trabajo académico como parte del recorrido de las/los jóvenes en su formación, acercando a la institución las experiencias educativas de la región en la búsqueda de reflejar la realidad compleja del mundo del trabajo.

· Propiciar el abordaje de la noción de trabajo decente y los Principios y Derechos Fundamentales del Trabajo, en tanto permite abordar la formación de sujetos críticos capaces de reflexionar sobre su futuro desempeño y sobre el mundo del trabajo.

· Organizar encuentros con trabajadores de la educación de los diferentes niveles y de diversas experiencias para poner en circulación entre las/los estudiantes distintas formas de trabajo y las preocupaciones e intereses de otros educadores en la búsqueda de nuevos saberes y prácticas sobre el trabajo pedagógico.

· Promover la constitución de grupos de trabajo y equipos de investigación que se vinculen con los establecimientos educativos de la zona de influencia de la institución para realizar tareas de apoyo, de acompañamiento y reflexión crítica de las prácticas educativas.

· Integrar a las/los estudiantes en los proyectos institucionales como sujetos protagónicos: en los proyectos pedagógicos, en las experiencias de campo, en las transformaciones curriculares o institucionales, como así también en la evaluación de su propia formación.

· Realizar y promover encuentros que permitan el intercambio de experiencias pedagógicas, artísticas-culturales y de formación para la construcción de redes.

· Promover en las/los estudiantes la apropiación de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC) en sus trayectorias formativas.

· Buscar que los autores reconocidos y los especialistas, que son materia de consulta e interés de las/los jóvenes a través de los textos, puedan vincularse directamente con los alumnos en encuentros, conferencias o seminarios, potenciando el uso de las TIC.
Acciones desarrolladas por el INFD en el marco de Políticas Estudiantiles:

1. El Instituto Nacional de Formación Docente (INFD) está desarrollando acciones intersectoriales con el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, el Consejo Nacional de la Mujer, la Secretaría de Derechos Humanos Desarrollo Social y el Ministerio de Salud:
· Proyecto “Construyendo Futuro con Trabajo Decente” suscripto entre el Ministerio de Educación de la Nación y el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación (Resolución N° 267/06), e impulsado por la Organización Internacional del Trabajo.

El INFD, a través de Políticas Estudiantiles instala en las Instituciones de Formación Docente, la reflexión y problematización de la noción de trabajo decente y los Derechos y Principios fundamentales del Trabajo, desde una propuesta estética.

· Concurso “Otra Vida es Posible” en el marco de la Campaña Argentina por la Equidad de Género y Contra la Violencia, y por iniciativa de la Secretaría de Equidad y Calidad del Ministerio de Educación de la Nación y la Fundación Alicia Moreau de Justo, con financiamiento del Programa de las Naciones Unidas Para el Desarrollo en Argentina (PNUD), mediante la articulación con el Consejo Nacional de la Mujer, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación.

2. “Campamentos científicos”. Desde el  2008 el INFD junto con la Asociación Civil Expedición Ciencia, realizó Campamentos Científicos Regionales destinados a estudiantes de formación docente de carreras de matemática, física, biología y química de todo el país. 

Se realizaron con el objetivo de promover el interés, la exploración y el descubrimiento por parte de los estudiantes de formación docente en contacto con las temáticas y problemáticas científicas, en sitios que forman parte del patrimonio cultural o revisten interés por sus características naturales, ubicados en diferentes puntos del país. La importancia de la propuesta radicó en acercar a los estudiantes a los procesos de construcción del conocimiento científico y a los diversos factores sociales y de contexto que influyen en él, en un entorno de exploración científica, favorecedor del descubrimiento y de la indagación empírica e intelectual. La idea giró en torno a ofrecer experiencias formativas para que los estudiantes vivencien durante su carrera de grado otras formas de interacción entre docentes, científicos y grupos de pares, en escenarios de alto valor pedagógico que representen una alternativa al aula y a la formación que allí se imparte.
3. “Entre todos: ciudadanía y formación docente”. Se desarrolla en el marco de sus estrategias de apoyo al desarrollo institucional del sistema formador y especialmente dirigido al reconocimiento del estudiante de formación docente como un sujeto activo en la construcción de su rol y actor privilegiado de la transformación educativa. 

Para que la escuela cumpla su función de formación ciudadana es imprescindible que los futuros docentes se formen en competencias técnicas para el uso de las nuevas tecnologías de información y comunicación, y en una pedagogía crítica de esos medios y la cultura contemporánea. 

Objetivos :

· Fortalecer la Sociedad del Conocimiento al interior de las Instituciones de formación docente.

· Promocionar hábitos de interactividad multimedial creciente por parte de los estudiantes aplicados en el trabajo docente.

· Promover capacidades proactivas para vincularse con la cultura mediática en la que se desenvuelven los niños, adolescentes y adultos.

· Desarrollar una perspectiva crítica sobre los medios y la cultura contemporánea.
(iv)  Educación de adultos y el aprendizaje a lo largo de toda la vida
El Estado Nacional Argentino a partir del año 2003 inicia un proceso de reformulación de políticas educativas que consolida una estructura normativa destinada a garantizar los derechos de todas y todos las/os ciudadanos de nuestro territorio nacional. 

Las leyes que tienen implicancia directa y que incluyen acciones específicas para la Educación de Jóvenes y Adultos son la Ley de Educación Nacional N°26.206, la Ley de Financiamiento Educativo N°26.075 y la Ley de Educación Técnico-Profesional N°26.058.

La Ley de Educación Nacional traza los lineamientos generales del desarrollo de la Educación de Jóvenes y Adultos y establece como finalidad garantizar la alfabetización y el cumplimiento de la obligatoriedad escolar y su vinculación con el mundo del trabajo, considerándola en su Artículo 17 como una modalidad del sistema educativo.

En el artículo 48 se establecen específicamente los criterios y objetivos de la Educación Permanente de Jóvenes y Adultos (EPJA). Ellos son: 
“a) Brindar una formación básica que permita adquirir conocimientos y desarrollar las capacidades de expresión, comunicación, relación interpersonal y de construcción del conocimiento, atendiendo las particularidades socioculturales, laborales, contextuales y personales de la población destinataria.

b) Desarrollar la capacidad de participación en la vida social, cultural, política y económica y hacer efectivo su derecho a la ciudadanía democrática.

c) Mejorar su formación profesional y/o adquirir una preparación que facilite su inserción laboral.

d) Incorporar en sus enfoques y contenidos básicos la equidad de género y la diversidad cultural.

e) Promover la inclusión de los/as adultos/as mayores y de las personas con discapacidades, temporales o permanentes.

f) Diseñar una estructura curricular modular basada en criterios de flexibilidad y apertura.

g) Otorgar certificaciones parciales y acreditar los saberes adquiridos a través de la experiencia laboral.

h) Implementar sistemas de créditos y equivalencias que permitan y acompañen la movilidad de los/as participantes.

i) Desarrollar acciones educativas presenciales y/o a distancia, particularmente en zonas rurales o aisladas, asegurando la calidad y la igualdad de sus resultados.

j) Promover la participación de los/as docentes y estudiantes en el desarrollo del proyecto educativo, así como la vinculación con la comunidad local y con los sectores laborales o sociales de pertenencia de los/as estudiantes.

k) Promover el acceso al conocimiento y manejo de nuevas tecnologías.”

Es responsabilidad del sistema educativo garantizar procesos y resultados de calidad. El artículo 47 expresa la ampliación de esas responsabilidades a otras carteras de gobierno de modo de garantizar articulaciones exitosas y mejorar la calidad de las propuestas formativas. Específicamente se menciona el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Ministerio de Salud. Este nuevo status de modalidad de la Educación de Jóvenes y Adultos exige acordar algunos criterios que coadyuven a que se visualice claramente su identidad y especificidad a la vez que busca lograr la recuperación de un sistema nacional y federal respetando las particularidades jurisdiccionales y asegurando la movilidad de los estudiantes.
En relación a los objetivos específicos de la modalidad, la Ley de Financiamiento en su establece “erradicar el analfabetismo en todo el territorio nacional  y fortalecer la Educación de jóvenes y adultos en todos los niveles del sistema”. (Art. 2, Inc. a)
Por otro lado, y en relación a la Formación Profesional, establece “fortalecer la educación técnica y la formación profesional impulsando su modernización y vinculación con la producción y el trabajo” e “incrementar la inversión en infraestructura y equipamiento de las escuelas y centros de formación profesional” (Art.2 Inc. H).
La tercera ley que tiene una implicancia directa con la modalidad de la Educación de Jóvenes y Adultos es la Ley de Educación Técnico-Profesional N° 26.058. 

Esta ley se vincula con la Educación de Jóvenes y Adultos tal cual se expresa en el capítulo sobre la Formación Profesional: “Las ofertas de Formación Profesional podrán contemplar la articulación con programas de alfabetización o de terminalidad de los niveles y ciclos comprendidos en la escolaridad obligatoria y post-obligatoria”. (Cap. III, Art. 19)
Asimismo, es fundamental mencionar la Resolución del Consejo Federal 118/10 con sus dos Anexos (“Documento Base de la Educación de Jóvenes y Adultos” y Lineamientos Curriculares para la Educación Permanente de Jóvenes y Adultos”) que reafirman los aspectos y características más relevantes que hacen a la especificidad de la modalidad de modo de consolidar su identidad y servir de fundamento para las transformaciones conceptuales, pedagógicas, curriculares, administrativas y normativas que se requieren.
Medidas para asegurar el acceso equitativo a los servicios básicos y a la educación continua 

Desde el Ministerio de Educación de la Nación se definieron tres políticas para cumplir con la eliminación del analfabetismo y el acceso equitativo a un aprendizaje adecuado para la vida diaria, el Plan de Finalización de Estudios Primarios y Secundarios (FINES), el Programa de Educación Media y Formación para el Trabajo para Jóvenes y el Programa Nacional de Alfabetización Encuentro. 
El plan FINES nace como respuesta sistematizada a lo que las leyes nacionales prescriben y da cumplimiento a la responsabilidad política de crear herramientas para llegar a la población que se ha visto marginada del acceso a los niveles de obligatoriedad educativa. Es un Plan específico que fue creado a término teniendo en cuenta las posibilidades y necesidades de sus destinatarios y cuyos propósitos se dirigen a posibilitar la finalización de estudios primarios y secundarios de todos aquellos jóvenes y adultos que aún no han completado la escolaridad obligatoria.
El Plan se desarrolla en dos etapas anuales, incorporando progresivamente distintos grupos poblaciones: la primera etapa incorpora a jóvenes entre 18 y 25 años y mayores de 25 años que cursaron el último año en condición de alumnos regulares, finalizaron de cursar y adeudan materias. En la segunda etapa se dirigió al conjunto de los jóvenes y adultos que no iniciaron o no concluyeron su educación primaria y/o secundaria 

El Programa “Educación Media y Formación para el Trabajo para Jóvenes” tiene como objetivo principal contribuir a la mejora de las capacidades de acceso al mundo del trabajo de los jóvenes y jóvenes adultos de los sectores más vulnerables en la República Argentina. Surge de una acción en conjunto entre las autoridades educativas argentinas y la Unión Europea, con el fin específico de promover la finalización de la educación secundaria y la capacitación laboral de jóvenes de 18 a 29 años en situación de exclusión social, ampliando el acceso a ofertas de calidad orientadas hacia las necesidades económicas-sociales locales. Para ello, el Programa se sustenta en una estrategia de mejora y fortalecimiento del sistema de Educación Permanente de Jóvenes y Adultos. 

En el año 2004, el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación se planteó como propósito desarrollar estrategias que permitan compensar las desigualdades sociales, de género y regionales con el objetivo de generar una genuina equiparación de las posibilidades educativas. Con este objetivo, se creó en el año 2004 el “Programa Nacional de Alfabetización y Educación Básica para Jóvenes y Adultos Encuentro”, aún hoy vigente. Este Programa es una política pública del Estado Nacional centrada en garantizar el derecho a la educación expresado en el artículo 14 de la Constitución Nacional y plantea los  siguientes objetivos:

· Alfabetizar a jóvenes y adultos de 15 años y más.
· Aumentar el índice de alfabetismo en el país.
· Fortalecer y acompañar este proceso dándole continuidad educativa en las instituciones de la Educación de Jóvenes y Adultos, para que los jóvenes y adultos completen la educación primaria obligatoria.

El Ministerio de Educación Nacional, a través de la Dirección de Educación de Jóvenes y Adultos, establece convenios con los Estados municipales, provinciales, organismos nacionales, organizaciones sociales, organizaciones de la sociedad civil, religiosas, entre otras, para implementar en todo el territorio nacional la apertura de centros de alfabetización. Asimismo esta diversidad permite el acceso de diferentes tipos de poblaciones: rurales, urbanas, comunidades originarias, contextos de encierro, entre otras.

La población destinataria del Programa Encuentro son aquellas personas mayores de 15 años o más que no saben leer y escribir, incluyendo también aquellas personas que por desuso de la escritura se encuentran en un estado de analfabetismo. 


(v)  Calidad de la educación
 ¿Qué medidas hay en su país para garantizar que los niveles de educación sean equivalentes en todas las instituciones públicas educativas del mismo nivel, y que las condiciones relativas a la calidad de la educación que se imparte también sean equivalentes?

(vi)  Profesión docente
El Instituto Nacional tiene como principales funciones establecidas en la Ley de Educación Nacional (Nº 26.206), la planificación y ejecución de políticas de formación docente inicial y continua, el fortalecimiento de las relaciones entre el sistema formador y el sistema educativo, el desarrollo curricular y la investigación, los planes y programas de formación inicial y continua, y la aplicación de las regulaciones que demande la organización del sistema

El área de desarrollo profesional se propone dar impulso a la articulación entre el sistema formador y los otros niveles del sistema educativo. Para ello, se están diseñando dispositivos de trabajo articulado que generen oportunidades de formación en servicio para los docentes de los IES y los docentes de las escuelas de los niveles educativos para los cuales forman, integrando diferentes modalidades en servicio, que atiendan en forma sistemática las necesidades de las prácticas pedagógicas en las escuelas.
El desarrollo profesional docente parte del reconocimiento de las responsabilidades que el sistema formador tiene ante los actuales y los futuros docentes, y compromete la dimensión política y social de la formación docente. Las acciones que se proponen desde el área de Desarrollo Profesional y Formación Continua son:

· Desarrollar y acordar líneas de capacitación continua dirigidas a equipos directivos de los ISFD, con el objetivo de fortalecer su rol en el impulso de proyectos de innovación y mejora institucional. 

· Desarrollar y acordar dispositivos de capacitación dirigidos a formadores y directivos, para fortalecer la utilización pedagógica de las TICs. 

· Dar continuidad a las acciones de formación de formadores a través del Postítulos en Investigación Educativa  y de  las Carreras de Especialización de Postgrado  "Didáctica y Curriculum", "Pedagogía de la Formación" y "Nuevas  Infancias y Juventudes" . 

· Ampliar y profundizar las acciones de acompañamiento pedagógico docentes noveles que inician su desempeño profesional. 

· Dar continuidad y ampliar en acuerdo con las jurisdicciones las acciones de acompañamiento a los docentes que inician su tarea profesional. 

· Acordar y diseñar conjuntamente con cada jurisdicción dispositivos de formación continua en servicio para la actualización disciplinar y didáctica que involucren a formadores y docentes de los distintos niveles para los que forman, partiendo de atender aquellas necesidades y problemas más estratégicos en cada jurisdicción. 

· Desarrollar un programa de visitas al exterior para directivos y formadores con el objetivo de conocer experiencias profesionales radicadas en otros países que enriquezcan la perspectiva local. 

· En este marco, del dispositivo de proyectos jurisdiccionales se realiza un trabajo colaborativo con las autoridades de nivel superior de todas provincias y de la ciudad de Buenos Aires para la formulación, ejecución y evaluación de proyectos de desarrollo profesional docente centrados en la escuela.

 (viii)  Educación privada

(a) Sobre la creación o el establecimiento de instituciones educativas privadas.

De conformidad con el art. 62 de la Ley N° 26.206 en nuestro país los servicios educativos de gestión privada están sujetos a la autorización, reconocimiento y supervisión de las autoridades educativas jurisdiccionales correspondientes.

A su vez de conformidad con el punto 1. de la primera parte del Acuerdo Marco sobre Educación Pública de Gestión Privada aprobado por le Resolución N° 119/99 CFCy E “el Estado debe garantizar el acceso a la educación a toda la población no sólo mediante la creación y sostenimiento de sus propios establecimientos, sino también a través de la autorización y supervisión de los creados por iniciativa de las personas físicas y jurídicas, la Iglesia Católica, los credos religiosos reconocidos por la Secretaría de Culto y las asociaciones de padres constituidas jurídicamente que demuestren su dedicación a la educación”. A su vez el punto 5. del mismo Acuerdo en su primera parte establece  como fundamento de la enseñanza de gestión privada el garantizar para todos los habitantes del país el derecho constitucional de enseñar y aprender en forma igualitaria y equitativa.

Por su parte la Ley N° 13.047 regula los aspectos docentes de los establecimientos privados de enseñanza haciendo especial hincapié en los derechos del personal que en ellos se desempeña y en la obligación estatal de llevar un registro de dichos establecimientos.


(b) Sobre la elección de los padres y la creación o el establecimiento, por razones religiosas o lingüísticas

El art.  1° del Decreto N°  2.542/91 determina que a fin de asegurar la opción de los padres de elegir la escuela para sus hijos en el marco de la libertad de enseñar y aprender que garantiza la Constitución Nacional, el Estado contribuirá a la financiación de los Institutos Incorporados a la Enseñanza Oficial. 

Asimismo el Acuerdo  Marco mencionado en su segunda parte punto 14.2 determina que “para acordar el número mínimo de alumnos por curso, sección o división, las políticas jurisdiccionales respetarán la libre opción de la familia…”

En el marco jurídico ya expuesto se preve que los propietarios de los Institutos Incorporados a la Enseñanza oficial podrán ser: personas de existencia visible, asociaciones civiles con personería jurídica, sociedades civiles y comerciales, la Iglesia Católica y las órdenes congregaciones o corporaciones religiosas reconocidas.

(x)  Derechos de las minorías nacionales
Ley de Educación Nacional Nº 26.206/2006: instaura a la Educación Intercultural Bilingüe –EIB- como una de las ocho modalidades del sistema educativo.

El Consejo Federal de Educación Nº 119 del 30 de setiembre de 2010,  establece la necesidad de contar con definiciones político técnicas a los fines de avanzar en la instalación e implementación de esta Modalidad, los desafíos planteados apuntan a: 

La consolidación y el fortalecimiento institucional de la Modalidad de Educación Intercultural Bilingüe en cada una de las jurisdicciones.

La gradual y progresiva incorporación de la EIB en la política curricular de los distintos niveles y modalidades del sistema educativo, así como en la formación docente.

La búsqueda de acuerdos y consensos entre los Estados Nacional, Provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires, que permita generar, desde el planteamiento y fortalecimiento de la EIB, relaciones duraderas con los pueblos originarios.


III.  Métodos utilizados para llamar la atención de las diversas autoridades en el país  para eliminar los obstáculos encontrados

(a) Por favor, destacar (i) las dificultades encontradas en el proceso de implementación  de las principales disposiciones de la Convención / Recomendación, y (ii) los obstáculos jurídicos y prácticos encontrados en la implementación de la Convención.
(b) Incluya una breve evaluación de la eficacia de los métodos aplicados para
llamar la atención de las autoridades del país sobre la Convención / Recomendación y para eliminar los obstáculos encontrados.

(c) ¿Cuáles son las principales cuestiones que deben abordar para promover la igualdad de las oportunidades educativas en el país?

(d)  Describa brevemente las actividades llevadas a cabo para aumentar la conciencia pública de los principios de  no discriminación e igualdad de oportunidades de educación consagrados en la Convención y la Recomendación, incluida su traducción a nivel nacional y, cuando sea necesario, los idiomas locales, así como su difusión nacional o local, en particular, a las organizaciones no gubernamentales.

(e) Por favor, especifique las actividades realizadas o apoyadas por la Comisión Nacional con miras a la promoción de la Convención / Recomendación y fomentar el debate sobre situaciones críticas, en relación con los derechos consagrados en los instrumentos.[image: image1.png]
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